
 
 

 
EDICTO 

 
La Secretaria de la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bucaramanga hace saber que, dentro de la acción de tutela adelantado por SANDRIS 

PATRICIA SIMANCA AGUAS contra FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTROS, se 

ha dictado auto de fecha 22 de abril de 2022 por medio del cual se vincula a Whitijan Josue 

Duarte Blanco a la actuación constitucional. 

 

Para notificar a Whitijan Josue Duarte Blanco, que no pudo serlo personalmente ni por 

correo electrónico, se fijó EDICTO en lugar público de la Secretaría de la Sala Penal del 

Tribunal Superior de Bucaramanga, por el término de tres días, hoy 25 de abril de 2022, 

siendo las 8:00 a.m. 

 

 

 
 

 
JULY CAROLINA ZÁRATE GORDILLO 

SECRETARIA 
 

 

 

RI 22-270T 

 



T R I B U N A L   S U P E R I O R   D E L   D I S T R I T O   J U D I C I A L 

 

S A L A   P E N A L – En tutela – 

 

Magistrado Sustanciador: Dr.  JUAN CARLOS DIETTES LUNA 

 

Bucaramanga, abril seis (6) de dos mil veintidós (2022) 

 

En atención a lo previsto en el artículo 86 de la C.N., en los Decretos 2591 de 1991, 1983 

de 2017 y 333 de 2021, se avoca el conocimiento de la acción de tutela promovida por 

SANDRIS PATRICIA SIMANCA AGUAS. 

 
En consecuencia, se dispone vincular al presente trámite al FISCAL SEGUNDO 

SECCIONAL, al COMANDANTE DE POLICÍA, la SECRETARIA DE LA MUJER y la 

COMISARIA DE FAMILIA DE BARRANCABERMEJA, al DEFENSOR REGIONAL DEL 

PUEBLO, los SECRETARIOS DE SALUD DE SANTANDER y BARRANCABERMEJA, los 

representantes legales de ASMETSALUD EPS y del HOGAR DE ACOGIDA BERACA, a fin 

que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación se 

pronuncien sobre lo expuesto en el escrito de tutela - si a bien lo tienen -, para lo cual les 

será suministrada una copia del mismo. 

 

Notifíquese esta decisión INMEDIATAMENTE - vía correo electrónico - por la secretaría de 

la Sala Penal de esta Corporación. 

 

CÚMPLASE. - 

 

 

JUAN CARLOS DIETTES LUNA 

Magistrado 
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RESOLUCION No.104-22  
23 de marzo de 2022  

SE CONCEDE UNA MEDIDA DE ATENCION MODALIDAD CASA DE REFUGIO 
“POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICA LA RESOLUCION No. 055-22 DE 11 febrero de 

2022” 
En ejercicio de sus atribuciones Constitucionales y legales, especialmente las conferidas en la 

ley 1257 de 2008, ley 2126 de 2021 y de más normas concordantes 
 

HECHOS 
 

1. La señora SANDRIS PATRICIA SIMANCA AGUAS, identificada con cedula de 
ciudadanía número 1.096.247.533 expedida en Barrancabermeja, asistió en compañía de 
unas funcionarias adscrita a la Secretaria de la Mujer y la Familia de Barrancabermeja, a 
la Comisaria de Familia Turno 4 con el fin de que se protegieran sus derechos como 
víctima de violencia Intrafamiliar. 

2. La Comisaria de Familia de Barrancabermeja turno 4 procede a escuchar a la víctima de 
violencia intrafamiliar por parte de su ex pareja permanente. 

3. La victima manifestó que el día 05 de febrero de 2022, estando durmiendo escucho ruidos 
en la casa, siendo aproximadamente las 02:00 am se levantó de la cama a revisar porque 
escuchó unos ruido en la sala, pensó que eran los gatos que estaban molestando, cuando 
se levantó ve a alguien cerca al closet y le dice cállese la boca y se da cuenta que es 
Josué (ex pareja), él le dijo siéntese en el mueble y se fue a buscar en la ropa una camisa 
y la amordazó la boca para que no grite, y él le decía que todo eso lo hacía era por culpa 
de ella, porque le había sido mala mujer que  no merecía vivir más en este mundo, que él 
se había regresado de Bucaramanga, porque ella le había echado la policía porque él le 
había robado el teléfono. 

4. Luego procede a subirse encima de ella la deja inmóvil y coloca sus manos sobre el cuello 
para ahorcarla, haciendo fuerza pudo sacar sus manos y empezó a defenderse pegándole 
en la cara, chuzándole los ojos, pero como pudo se quitó el trapo y empezó a gritar, luego 
llamó a un primo, y cuando estaba gritando los niños se levantaron y vieron al papá encima 
de ella y fue cuando le propinó las 14 puñaladas, luego el agresor se va y el primo entra 
al rato y me dice que pasó y cuando se encienden las luces se dan cuenta que hay un 
charco de sangre. Seguidamente llegaron los, tíos, los vecinos llamaron a la ambulancia 
y fue remitida a la clínica Magdalena, donde le brindaron la atención. 

5. En virtud de lo anterior este despacho procedió a emitir medida de atención No. 055-21, 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 de la ley 1257 de 2008, ordenando a la EPS 
ASMETSALUD, garantizar el alojamiento, la alimentación y el transporte de la víctima 
SANDRIS PATRICIA SIMANCA AGUAS, identificada con cedula de ciudadanía número 
1.096.247.533 expedida en Barrancabermeja. 

6. Por recomendación de la Secretaria de la Mujer y la Familia de Barrancabermeja, se 
ordenó a la Gobernación de Santander remitir a la víctima a la Fundación AMIR en la 
ciudad de Bucaramanga. 

CONSIDERANDO 
 

PRIMERO: Que la ley 2126 de 2021 en el artículo 13 numeral 7 prescribe:  
“ARTÍCULO 13. FUNCIONES DEL COMISARIO O COMISARIA DE FAMILIA. Le corresponde 
al comisario o comisaria de familia: “Adoptar las medidas de protección, atención y estabilización 
necesarias para garantizar, proteger, restablecer y reparar los derechos vulnerados o amenazados en 
casos de violencia en el contexto familiar, verificando su cumplimiento y garantizando su efectividad, en 
concordancia con la Ley 1257 de 2008”. 
SEGUNDO: Que la Ley 1257 del año 2008 en el CAPITULO VI, articulo 19 y subsiguientes 
establece: 
“ARTÍCULO 19. Las medidas de atención previstas en esta ley y las que implementen el Gobierno 
Nacional y las Entidades territoriales, buscaran evitar que la atención que reciban la víctima y el 
agresor sea proporcionada por la misma persona y en el mismo lugar. En las medidas de atención 
se tendrán en cuenta las mujeres e situación especial de riesgo. 

a) Garantizar a habitación y alimentación de la víctima a través del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. Las Empresas Promotoras de Salud y las Administradoras de Régimen 
Subsidiado, prestaran servicios de habitación y alimentación en las instituciones prestadoras de 
servicios de salud, o contrataran servicios de hotelería para tales fines; en  todos los casos se 



  

incluirá el servicio de transporte según la norma. Adicionalmente,  contaran con sistemas de 
referencia y contrarreferencia para la atención de las víctimas, siempre garantizando la guarda de 
su vida, dignidad e integridad. 

b) Cuando la víctima decida no permanecer en los servicios hoteleros disponibles, o estos no hayan 
sido contratados, se asignara un subsidio monetario mensual para la habitación y alimentación de 
la víctima, sus hijos e hijas, siempre y cuando se verifique que el mismo será utilizado para sufragar 
estos gastos en un lugar diferente al que habite el agresor. Así mismo este subsidio estará 
condicionado a la asistencia a citas médicas, sicológicas o siquiatras que requiera la víctima. 
En el régimen contributivo este subsidio será equivalente al monto de la cotización que haga la 
victima al Sistema General de Seguridad Social en Salud, y para el régimen subsidiado será 
equivalente a un salario mínimo mensual vigente. 

c) Las Empresas Promotoras de Salud y las Administradoras de Régimen Subsidiado serán las 
encargadas de la prestación de servicios de asistencia médica, sicológica y siquiátrica a las 
mujeres víctimas de violencia, a sus hijos e hijas. 
PARAGRAFO 1o. la aplicación de las medidas definidas en los literales a) y b) será hasta por seis 
meses, prorrogables hasta por seis meses más siempre y cuando la situación lo amerite. 
PARAGRAFO 2o. la aplicación de estas medidas se hará con cargo al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. 
 
PARAGRAFO 3o. la ubicación de las victimas será reservada para garantizar su protección y 
seguridad, y las de sus hijos e hijas. 

 
TERCERO: Así mismo la corte constitucional en sentencia c-776 del año 2010 declaro 
exequible la norma en mención bajo los siguientes argumentos: 
 
“PRESTACIONES DE ALOJAMIENTO Y ALIMENTACION A MUJER VICTIMA DE LA 
VIOLENCIA- presupuestos que deben cumplirse para su inclusión en el POS contributivo 
y subsidiado 
 
Si bien resulta pertinente recordar que las prestaciones de alojamiento y alimentación 
establecidas en los textos demandados se encuentran supeditadas a que el Ministerio de 
la Protección Social elabore los protocolos y guías de actuación de las instituciones de 
salud y de su personal para los casos de violencia contra las mujeres, teniendo además 
el Ministerio el deber de reglamentar el Plan Obligatorio de Salud incluyendo las 
actividades de atención relacionadas con alojamiento y alimentación, en los términos 
definidos en los literales a),b) y c) del artículo 19 de la Ley 1257 de 2008, las medidas de 
atención previstas requieren: que la mujer se encuentre en situación especial de riesgo; 
que se hayan presentado hechos de violencia contra ella; que la violencia contra la mujer 
implique consecuencias para su salud física o mental; que la mujer requiera atención, 
tratamiento  cuidados especiales para su salud; que el agresor permanezca o insista en 
permanecer en el mismo lugar de ubicación de la agredida; que quien esté a cargo de la 
atención en salud para la víctima y el agresor, sea una misma persona, que la víctima 
acuda ante un comisario de familia, y a falta de este ante un juez civil municipal o un juez 
promiscuo municipal, para que este evalúe la situación y decida si hay mérito para ordenar 
la medida, pudiendo asimismo ordenar otras medidas alternativas; que la víctima acredite 
ante los servicios de salud que la orden ha sido impartida por la autoridad competente; y 
que las prestaciones de alojamiento y alimentación sean temporales; es decir; por el lapso 
que dure la transición de la agredida hacia un estatus habitacional que le permita retomar 
y desarrollar el proyecto de vida por ella escogido. PRESTACIONES DE ALOJAMIENTO 
Y ALIMENTACION A MUJER VICTIMA DE LA VIOLENCIA- Por tratarse de prestaciones 
temporales asociadas con el derecho a la salud, su reconocimiento con cargo a los 
recursos del sistema de seguridad social en salud en salud no desconoce el principio de 
destinación específica de los recursos. 
 
10. Las prestaciones de alojamiento y alimentación hacen parte de la atención en salud para 
las mujeres víctimas de violencia 
La concepción expansiva, universal, amplia e integral del derecho a la salud impide restringir su 
protección a prestaciones tales como valoración médica, tratamientos, procedimientos quirúrgicos, 
medicación o suministro de medicamentos ya que la naturaleza misma de este derecho comprende 
una gran diversidad de factores, que tanto la ciencia médica como la literatura jurídica no alcanzan 
a prever. 



  

En esta medida, en aras de proteger adecuadamente el derecho a la salud, el Legislador puede 
permitir que determinados tratamientos y prestaciones hagan parte de las garantías consagradas 
en favor del paciente o de quien resulte víctima de actos violentos. Así las relacionadas con 
alojamiento y alimentación durante el periodo de transición requerido por las mujeres víctimas de 
agresiones físicas o psicológicas, no pueden ser consideradas como sinónimo de hotelería turística 
y gastronomía , sino como ayudas terapéuticas propias del tratamiento recomendado por persona 
experto y requerido por las personas que resultan afectadas, resultando indispensable la 
reubicación temporal de quienes razonablemente, según la Ley y el reglamento, ameritan un 
tratamiento preferencial y especial.  
10.1. El principio de progresividad viene siendo aplicado en la protección del derecho a la salud, 
acompasando con la ampliación delas prestaciones reconocidas legal y jurisprudencialmente a 
quienes necesitan atención para el restablecimiento de sus condiciones físicas, mentales o 
sociales. Así , al reconocer el transporte como prestación a favor del paciente y de un 
acompañante, la Corte  manifestó en la sentencia T-834 de 2009, que : 
“(…) las EPS deben garantizar la posibilidad de que se brinden los medios de transporte y traslado 
a un acompañante cuando este es necesario. La regla jurisprudencial aplicable para la procedencia 
del amparo constitucional respecto a la financiación del traslado del acompañante ha sido definida 
en los siguientes términos,(i) el paciente sea totalmente dependiente de un tercero para su 
desplazamiento, (ii) requiera atención permanente para garantizar su integridad  Física y el ejercicio 
adecuado de sus labores cotidianas y (iii) ni el ni su núcleo familiar cuenten con los recursos 
suficientes para financiar el traslado” . 
 
10.2. El concepto amplio e integra del derecho a la salud, aunado al principio de progresividad 
aplicable al mismo, como también las circunstancias dentro de las cuales se ampara este derecho, 
permiten considerar que el reconocimiento de las prestaciones de alojamiento y alimentación para 
las mujeres víctimas de violencia, no significa vulneración de lo establecido en el artículo 49 de la 
Carta Política, pues, como  se ha dicho, el Legislador cuenta con atribuciones para extender la 
protección a estas áreas, siempre y cuando se encuentren directa e inescindiblemente ligadas al 
restablecimiento de la salud de la afectada. 
10.3. Excepcionalmente la Corte ha ampliado las medidas de protección en favor de determinadas 
personas y con cargo a los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud; así lo hizo, 
por ejemplo, en el caso de algunas mujeres desplazadas que requerían transporte y alojamiento 
para acceder a los servicios que estaban solicitando. Se trata del asunto resuelto mediante la 
sentencia T-045 de 2010, en la cual la Corte dijo: 
“(…) la prestación de los servicios de salud a las víctimas de conflicto armado interno que además 
ostentan la calidad de desplazados no puede limitarse únicamente a los planes básicos que se 
contemplan en cada uno delos regímenes, es decir, en el Régimen Contributivo y el Subsidiado, 
debido a que en el diseño de estos programas no se contemplaron las especificidades que se 
derivan de la condición de víctima del conflicto interno. Como lo señaló el Ministerio de la protección 
Social en su intervención, estos planes no contemplan, entre otras cosas, atención psicológica y 
psiquiátrica de mediana y alta complejidad, así como la implementación efectiva de un enfoque 
psicosocial, elementos necesarios para la prestación de los servicios de la salud a las victimas 
integralmente. (…) 
Ellas se han visto expuestas a graves situaciones marcadas por la violencia, la discriminación y la 
exclusión que en si mismas contribuyen hechos traumáticos que requieren elaboración para así 
favorecer el proceso de reconstrucción del proyecto de vida. Las mujeres víctimas tienen fuertes 
necesidades de atención en salud mental debido a las presiones y cargas psicológicas derivadas 
de esta condición, aunadas a la ruptura delos imaginarios sociales, redes de apoyo sociocultural y 
a la experiencia de la pobreza y la violencia, Cuyo procesamiento debe verse aplazado o evadido 
ante la necesidad apremiante de responder por sus familias”. 
 
En la parte resolutiva de la sentencia, numeral 3, la sala impartió la siguiente orden: 
 
“3. Como es probable que las tutelantes deban movilizarse o deban ser trasladadas hacia la 
cabecera municipal o hacia ciudades capitales para practicarse exámenes especializados, el 
sistema general de salud debe cubrir los gastos que por este concepto se generen para las 
accionantes y sus acompañantes (uno por persona). Igualmente si deben permanecer en una 
ciudad diferente a la de sus residencia habitual. Y no se requiere la hospitalización, la institución 
prestadora del servicio de salud a la que corresponda, correrá con todos los gastos de alojamiento 
y alimentación” (subraya la Sala). 
10.4. Por las razones expuestas, considera la Sala que las prestaciones de alojamiento y 
alimentación suministradas a la mujer víctima de violencia, hacen parte de las medidas de 
protección y atención propias de su derecho integral a la salud, siempre y cuando sean 
proporcionadas dentro de las condiciones previstas (i) en la Constitución Política; (ii) en la Ley 1257 
de 2008, (iii) en el reglamento que deberá expedir el Ministerio de la Protección Social; y (iv) en 



  

esta providencia. La concesión de alojamiento y alimento amparan el derecho a la salud de la 
agraviada, en cuanto procuran su estabilización física y emocional, permitiéndole gozar de un 
periodo de transición al cabo del cual podrá continuar con la ejecución del proyecto de vida por ella 
escogido. 
 
“Concluye la Sala que las expresiones impugnadas no desconocen las previsiones de los artículos 
48 y 49 de la Constitución Política, por cuanto (i) las prestaciones de alojamiento y alimentación 
establecidas en favor de la mujer víctima de violencia hacen parte derecho a la salud.” 
 
El decreto 4796 del año 2011 en su artículo 5 establece que: 
 
“Articulo 5. Condiciones de las medidas de atención. Las medidas de atención de que trata el 
artículo 19 de la ley 1257 de 2008, serán otorgadas con posterioridad a alguna de las medidas de 
protección contenidas en los artículos 17 y 18 en concordancia con el artículo 21 de la ley 1257 de 
2008, reglamentadas por el Decreto 4799 de 2011 y las demás normas que las modifiquen, 
adicionen o sustituyan y su otorgamiento estará sujeto al cumplimiento de las siguientes 
condiciones: 
1) Que la mujer se encentre en situación especial de riesgo; 
2) Que se hayan presentado hechos de violencia contra ella; 
3) Que la violencia contra la mujer implique consecuencias para su salud física o mental; 
4) Que la mujer requiera atención, tratamiento o cuidados especiales para su salud; sean 

inherentes al tratamiento médico recomendado por los profesionales de la salud;  
5) Que el agresor permanezca o insista en permanecer en el mismo lugar de ubicación de la 

agredida o que no permaneciendo en este realice acciones que pongan en riesgo la vida o 
integridad personal de la víctima. 

6) Que la víctima acuda ante un comisario de familia, a falta de este ante un juez civil municipal 
o un juez promiscuo municipal, o acuda ante la Fiscalía General de la Nación, para que, de 
acuerdo con la solicitud de la víctima o el fiscal, el juez de control de garantías evalué la 
situación y decida si hay mérito para ordenar la medida; 

7) Que la víctima acredite ante la respectiva entidad promotora de salud que la orden ha sido 
impartida por la autoridad competente; y 

8) Que las prestaciones de alojamiento y alimentación sean temporales, es decir, por el lapso  
que dure la transición de la agredida hacia un estatus habitacional que le permita retomar y 
desarrollar el proyecto de vida por ella escogido. 
Artículo 9. Contenido de la orden. La orden emitida por la autoridad competente para la 
adopción de la medida de atención deberá contener además de los generales de ley: 
1. Tiempo por el cual se otorgara la medida de acuerdo a la duración del tratamiento médico 

recomendado. 
2. La necesidad del tratamiento médico en salud física y’/o mental de la mujer víctima. 
3. Los mecanismos de seguimiento para el cumplimiento y para la determinación de una 

eventual prórroga de la medida. 

 
De acuerdo a lo plasmado en la normatividad traída a colación y la jurisprudencia de la honorable 
Corte Constitucional y atendiendo los hechos narrados por la usuaria y soportados por la 
valoración médica y el informe de riesgo emitido por la policía nacional está claro que se cumplen 
los parámetros legales para emitir una medida de atención a favor de la usuaria y de su núcleo 
familiar.  
CUARTO:  la señora SANDRIS SIMANCA AGUAS, se presentó ante este despacho, solicitando 
medida de protección y atención por el maltrato físico, psicológico, patrimonial y económico que 
viene sufriendo por parte de su compañero sentimental. 
QUINTO: este despacho ordeno en el auto admisorio varias medidas de protección, entre ellas 
se ofició a la policía nacional para que brindara la protección a su integridad, se ordenó ubicar a 
la usuaria y a su núcleo familiar en una CASA REFUGIO, que se encargará de realizar los trámites 
pertinentes ante la EPS ASMETSALUD para que se les autorice y se la garantice el alojamiento 
y la alimentación de la que trata el artículo 19 de la ley 1257 de 2008. 
Así mismo se envió a la usuaria a la IPS para que le realizara una valoración médica y se ordenó 
a la policía nacional realizara un informe de riesgo. 
Efectivamente en la valoración médica se determinó que la usuaria necesitaba con carácter 
urgente valoración psicológica y la policía nacional determino que la señora se encuentra en 
riesgo por las amenazas y maltratos de su compañero sentimental y conceptúan el peligro que le 
genera vivir juntos. 
QUINTO:  en vista que la señora SANDRIS PATRICIA SIMANCA AGUAS pertenece o se 
encuentra afiliada a la EPS ASMETSALUD, se le ordenará a dicho ente realizar asistencia integral 



  

en su parte física y emocional, por lo que le dará prioridad en la atención con médicos 
especialistas si los requiere y la atención prioritaria por psicología, no solo a ella a su núcleo 
familiar. 
SEXTO:  Se ordena a la EPS ASMETSALUD, que en el término máximo de 3 días tal como lo 
establece las normas antes mencionada proceda a ubicar a la señora SANDRIS SIMANCA 
AGUAS y sus hijos en una casa refugio o albergue temporal o en su defecto servicio de hotelería, 
que cumplan con las condiciones establecidas en la resolución 1895 del año 2013. 
SEPTIMO: La Vigencia de Esta Medida de atención tienen duración de seis (6) meses, 
prorrogables por seis (6) meses más si persiste la situación de riesgo. 
Se le informa igualmente a la usuaria que deberá cumplir con las citas psicológicas y medicas 
ordenadas por la EPS, de lo contrario si las llegare a incumplir podría perder los beneficios 
otorgados. 
OCTAVO:  ha de anotarse que se les informa a todos los entes y funcionarios que conozcan de 
esta situación que la usuaria se encuentra en grave peligro, por consiguiente, deberán ser cautos 
y responsables con la información del sitio donde la vayan a albergar y por ningún motivo informar 
al agresor de dicho sitio. 
Así mismo en vista del estado de vulnerabilidad que tiene la usuaria se le informara a la secretaria 
de desarrollo social y económico de este municipio, incluirlas en planes y programas que logren 
ayudarla a salir de su estado de violencia y vulnerabilidad. 
Por consiguiente esta comisaria de familia turno 4  de la ciudad de Barrancabermeja con la 
autoridad de la ley: 
 

RESUELVE 
 

1- Otorgar medida de atención a la señora SANDRIS SIMANCA AGUAS, identificada con 
cedula de ciudadanía numero 1.096.247.533 expedida en Barrancabermeja y a sus hijos 
menores Hijos. 

2- Se le ordena a la EPS ASMETSALUD realizar asistencia integral en su parte física y 
emocional, por lo que le dará prioridad en la atención con médicos especialistas si los 
requiere y la atención prioritaria por psicología, no solo a ella si no a su núcleo familiar. 
 

3- Se ordena a la EPS ASMETSALUD, que en el término máximo de 3 días tal y como lo 
establece las normas antes mencionada proceda a ubicar a la señora SANDRIS 
PATRICIA SIMANCA AGUAS y sus hijos en una casa refugio o albergue temporal o en 
su defecto el servicio de hotelería, que cumplan con las condiciones establecidas en la 
resolución 1895 del año 2013. 
 

4- Se ordena a la EPS ASMETSALUD informar periódicamente el estado de las victimas 
tanto físicamente como Psicológicamente. 
 

5- Estas medidas de atención tienen una duración de seis (6) meses, prorrogable por seis 
(6) más si persiste la situación de riesgo. 
 

6- Se le ordena la EPS ASMETSALUD que la atención a la señora SANDRIS PATRICIA 
SIMANCA AGUAS y sus hijos deberá ser integral con el objeto que puedan superar en 
debida forma la situación de violencia que se encuentran sufriendo. 
 

7- Se le ordena a todos los funcionarios y empleados de las entidades públicas y privada 
que por motivos de su cargo llegasen a conocer el sitio en donde se albergaran a la víctima 
y a su familia que deberán ser cautos en dicha información y por ningún motivo informar 
al agresor de su ubicación 
 

8- Se le informa a la señora SANDRIS PATRICIA SIMANCA AGUAS que deberá acudir a 
las citas médicas y sicológicas y a todo el tratamiento integral ordenado por la Eps  so 
pena que de  no hacerlo  pierda el beneficio. 
 

9- Así mismo en vista del estado de vulnerabilidad que tiene la usuaria se le informara a la 
secretaria de desarrollo social y económico de este municipio, incluirlas en planes y 
programas que logren ayudarla a salir de su estado de violencia y vulnerabilidad. 



  

 
10- Se ordena a la Defensoría del Pueblo del Magdalena Medio brindar Asesoría Jurídica 

Especializada de acuerdo a lo establecido en el artículo 8 literal b) de la ley 1257. 
 

11- Se ordena notificar de esta decisión a la EPS ASMETSALUD, a la secretaria de Salud de 
Barrancabermeja, a la Defensoría del Pueblo, a la Secretaria de gobierno , a la Personería 
de Barrancabermeja, para los fines legales pertinentes. 
 
Notifíquese y cúmplase. 
 
 
 
 
 

TERESA ELLIS PACHECO 
COMISARIO DE FAMILIA  

TURNO 4 
 
 
 



  

 
 
Barrancabermeja, 17 de febrero de 2022 
 
 
 
Señores: 
HOGAR DE ACOGIDA BERACA 
Ciudad  
 
 
Ref. DANDO CUMPLIMIENTO A LO SOLICITADO POR LA SECRETARIA DE LA 
MUJER  

 
 

De manera atenta y formal y teniendo en cuenta la referencia, remito el caso de la señora 

SANDRIS PATRICIA SIMANCA y sus menores hijos a fin de que se les brinde las 

medidas de protección necesarias de acuerdo a lo solicitado por la Secretaria de la Mujer. 

Agradezco su atención y tramite pertinente. 

 

Cordialmente,  

 

 

 

 

TERESA ELLIS PACHECO 
COMISARIA DE FAMILIA TURNO 4 
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